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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la apoderada judicial de la señora ESPERANZA REYES, contra el fallo proferido el 18 de enero de 2016 por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por medio del cual negó por improcedente la tutela de los derechos fundamentales reclamados. 
ANTECEDENTES
Dice el libelista que su prohijada es propietaria de un vehículo marca Kia, línea Sephia II L, modelo 2000, color gris, carrocería sedan cuatro puertas, placas VBW-527, motor BF150931, chasis KNAFB2222Y5511597, servicio particular, el cual se encuentra matriculado en la Secretaría de Tránsito y Transporte de la ciudad de Cali. Dicho automotor, se vio involucrado en un proceso penal por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes el cual se siguió en contra del señor José Julián Jiménez y otras personas, por parte de la Fiscalía 30 Seccional de Santa Rosa de Cabal; del mencionado trámite conoció el Juzgado Penal del Circuito de esa misma municipalidad.
A pesar de lo anterior, dice la actora que el automotor atrás descrito, no fue afectado con la medida de suspensión del poder dispositivo con fines de comiso, ni ninguna otra anotación; sin embargo, una vez fue inmovilizado como consecuencia de la acción penal, fue llevado al parqueadero de la Defensa Civil de Santa Rosa de Cabal, razón por la cual la señora Esperanza elevó derecho de petición el 22 de abril de 2014 ante la Fiscalía 30 Seccional de Santa Rosa de Cabal, solicitando la devolución de su carro, sin obtener respuesta.

En vista de que pasaba el tiempo y el vehículo seguía sin ser devuelto, el 24 de julio de 2015 la señora Reyes envió nuevo derecho de petición, pero esta vez ante la Dirección Seccional de Fiscalías de Risaralda, pidiendo la devolución del rodante sobre el que ejerce una posesión material ya que no se encuentra a su nombre. Dicha petición fue contestada el 18 de agosto de 2015, en esa respuesta se le informa a la solicitante que la autorización de entrega del vehículo ya está y que si a la fecha no se ha materializado es porque ella no se ha presentado a cancelar las deudas que por impuestos y parqueadero tiene el automotor, ya que en reiteradas oportunidades se ha negado a recibirlo argumentando no contar con los recursos económicos para cubrir lo adeudado.
Por otra parte, informa la abogada accionante que el 10 de septiembre de 2015, se le solicitó a la Defensa Civil del municipio de Santa Rosa de Cabal cierta información sobre el carro propiedad de la señora Reyes, sin que hasta la fecha se les haya brindado respuesta alguna. 
Finalmente dice la libelista, que no es cierto, como lo afirma la Fiscalía, que la señora Esperanza Reyes se niegue a recibir el vehículo, pues por el contrario ha tratado de que ello se haga sin condicionamiento alguno, pero la posición de la Fiscalía ha sido reiterada en cuanto a ordenar la entrega del automotor pero condicionándola al pago de una cuenta muy onerosa por el valor de parqueadero, lo cual considera no es lógico ya que eso debe de ser asumido por la autoridad judicial que impartió la orden de inmovilización del vehículo, toda vez que el mismo tiene el carácter de elemento material probatorio y/o evidencia física regulados por la cadena de custodia de la Ley 906 de 2004. 

De acuerdo a lo anterior, la aboga accionante solicita que se protejan los derechos fundamentales de su representada y en consecuencia se le ordene a la Fiscalía 30 Seccional de Santa Rosa de Cabal y a la Dirección Seccional de Fiscalías, disponer la entrega inmediata y sin condicionamiento alguno del automotor propiedad de la señora Reyes. Aunado a ello, que se le ordene a la Administración del parqueadero de la Defensa Civil de Santa Rosa de Cabal, acatar dicha entrega sin solicitar pago alguno.  
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el 4 de enero de 2016, admitió la demanda tutelar y corrió el traslado a las partes accionadas en la forma indicada en la ley; al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, mediante fallo del 18 de ese mismo mes y año, decidió negar la tutela al derecho fundamental de petición reclamado, pero tutelar parcialmente el derecho fundamental al debido proceso de la accionante, en el sentido de que se debe exonerar a la señora Esperanza Reyes del pago del parqueadero hasta la fecha en que le fue autorizada la entrega de su vehículo por parte de la Fiscalía 30 Seccional de Santa Rosa de Cabal. Por otra parte desvinculó del presente asunto a la Defensa Civil de esa municipalidad.  
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Enterado de la decisión de primera instancia, la representante judicial de la accionante allegó escrito solicitando se revoque la decisión de primer nivel, indicando que en este caso no está en discusión la orden de entrega del automotor, ya que es claro que la misma existe, lo que se discute es que a la señora Esperanza se le esté exigiendo que para poder hacer el retiro del mismo del parqueadero donde se encuentra deba cancelar una elevada suma de dinero, a pesar de que dicho parqueadero no es oficial y fue el ente acusador quien decidió llevarlo allí a sabiendas que por el mismo habría que pagar, situación que hace más que evidente que la obligación de cubrir ese costo es de la Fiscalía. Por otra parte, señala que el A-quo en su decisión dice que no existe dentro del libelo no se probó que la actora debiera pagar suma alguna en el parqueadero de la Defensa Civil, olvidando que fue precisamente esa información la que se le solicitó a esa institución el 10 de septiembre sin que hasta el momento le hayan dado respuesta, por tanto erró el señor Juez al descartar la vulneración al derecho de petición, pues como se puede ver ello es evidente y lo pedido es necesario para la adopción de una decisión de fondo en torno a las pretensiones. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

Le corresponde a la Sala determinar, si la Fiscalía accionada ha vulnerado de manera alguna los derechos reclamados por la abogada libelista, de manera que deba modificarse el fallo de instancia o si por el contrario lo decido en primera instancia es acorde a derecho y las pruebas allegadas al proceso y por ende el laudo adoptado debe ser confirmado en integridad.

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de los derechos y las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para la protección y aplicación de los mismos. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido transgredidos por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 

Visto lo obrante en el expediente se tiene que la representante judicial de la señora Reyes dirigió su tutela en contra de la Fiscalía 30 Seccional de Santa Rosa de Cabal, de la Dirección Seccional de Fiscalías y contra la Defensa Civil de Santa Rosa de Cabal, al considerar que las decisiones  adoptadas por esas entidades violan el debido proceso y el derecho de petición.
En ese orden, frente al primero de los derechos dijo se tiene que El artículo 23 de nuestra Carta Magna establece: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
En ese orden y como lo ha decantado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud y que ésta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“Esta Corporación, se ha pronunciado reiteradamente en relación con el sentido y alcance del derecho fundamental de petición, delineando algunos supuestos fácticos mínimos que determinan su ámbito de protección constitucional. En Sentencia T-377 de 2000
, se dijo lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

“b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

“c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad. 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado. 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

“d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

“e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 

“f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.

“g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo sexto del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el Juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.

“h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

“i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994”
. 

Aunado a lo anterior en la sentencia T-332 de 2015 la Corte Constitucional dijo: 

“Por lo anterior, la efectividad del derecho fundamental de petición se deriva de una respuesta pronta, clara y completa por parte de la entidad a la que va dirigida. La falta de alguna de estas características se materializa en la vulneración de esta garantía constitucional.”

Por lo dicho, es claro que el núcleo esencial del derecho de petición es que el peticionario reciba una respuesta, pronta, congruente y de fondo a su solicitud, lo que hace que sea evidente que mientras el petente no reciba la misma, esa prerrogativa constitucional continúa viéndose vulnerada y por ende es susceptible de ser protegida por el juez de tutela.
De acuerdo a lo anterior, y contrario por lo afirmado por el A-quo, encuentra esta Corporación que efectivamente existe una conculcación del derecho fundamental de petición de la parte accionante, toda vez que a folios 29 a 31 del cuaderno de tutela, se puede apreciar claramente el derecho de petición que le remitiera el 10 de septiembre de 2015 a la Defensa Civil de Santa Rosa de Cabal-Administración de Patios, solicitando una información respecto al vehículo de su propiedad que se encuentra en esas instalaciones, sin que a la fecha se tenga conocimiento de que el mismo fue resuelto, por ende es claro que se le está vulnerando esta prerrogativa constitucional a la señora Esperanza, especialmente si se tiene en cuanta que ni siquiera con ocasión de la tutela ese escrito fue contestado. 

Ahora bien, en lo concerniente a la exoneración del pago del parqueadero para poder retirar su automotor de las instalaciones de la Defensa Civil de Santa Rosa de Cabal-Risaralda, a donde fuera llevado el 2 de marzo de 2014 por orden judicial ya que con él se cometió el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, debe decir la Sala que, revisada la jurisprudencia relacionada con este tema particular y contrario a lo afirmado por la parte accionante, dentro del plenario está claro que la Fiscalía accionada desde hace mucho tiempo dispuso la devolución del automotor a su propietaria, esto es la señora Reyes, sin embargo, ha sido ella quien bajo el argumento de no poseer dinero para pagar por su guarda y tenencia en el parqueadero de las instalaciones de la Defensa Civil de Santa Rosa de Cabal, ha permitido que el carro este allí más del tiempo necesario para el esclarecimiento de los hechos materia de investigación penal para los que fue utilizado por un tercero. 

Frente al tema la Corte Constitucional en sentencia T-748 de 2003, dijo: 

“Los gastos de parqueo generados por la inmovilización de vehículos corresponde a la autoridad judicial durante la actuación judicial
 
5. La Corte Constitucional en anterior oportunidad se pronunció sobre este punto, sosteniendo que corresponde a la autoridad judicial asumir los gastos que ocasione el servicio de patios prestado a los vehículos inmovilizados en desarrollo de una causa penal, a efectos de mantener inalterable el objeto material de la conducta punible. Dijo así la Corte:
 
“...Es así como, en materia de investigación, instrucción y en general en el desarrollo de la causa penal, no existe una orden normativa que establezca el gravamen por parte del sindicado de soportar las expensas derivadas de la prestación de la actividad de patios, circunstancia por la cual, aunque es predicable la existencia de un derecho al cobro del servicio prestado, su imputabilidad se predica en relación con quien dispuso la entrega del vehículo, es decir, de la autoridad competente”[2].
 
Es claro entonces que es la autoridad judicial que impartió la orden de inmovilización la que debe asumir los gastos generados por la guarda y custodia del vehículo. Empero, es necesario precisar que esa carga la asume dicha autoridad sólo hasta cuando permanezca bajo su disposición el bien aprehendido, pues luego de levantada la medida y autorizada la entrega a su propietario, cesa la obligación de la Fiscalía o de los jueces de cubrir esos gastos, debido a que de allí en adelante es responsabilidad del propietario el retiro de los patios. De suerte que si es su voluntad no retirarlo, debe correr con los gastos de parqueo que genere la estadía del vehículo en los patios, dado que para ese entonces ya el vehículo dejó de estar bajo la responsabilidad de la autoridad que ordenó su inmovilización.”  (Negrillas de la Sala)
De acuerdo a lo anterior, sea lo primero aclarar que independientemente del carácter particular o privado que tenga el parqueadero de la Defensa Civil, para lo efectos del proceso penal, el mismo estaba prestando su servicio como si fuera un “patio” oficial, lo cual deja de lado los dichos de la accionante en torno a ese tema, de acuerdo a lo plasmado en la sentencia de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, dentro del radicado STP11138-2015.
Ahora bien, en cuanto a la petición de exoneración total del costo del parqueadero, debe decir la Sala que revisado lo acontecido dentro del presente asunto hasta la fecha, se puede evidenciar que efectivamente el automotor de placas VBW-527, marca Kia, línea sedan sephia IIL, color gris, modelo 200, fue llevado a las instalaciones de la Defensa Civil de Santa Rosa de Cabal en cumplimiento de una orden judicial; adicionalmente se tiene que según dice el ente acusador desde el mes de noviembre de 2014 se ordenó su devolución a su poseedora, esto es la señora Esperanza Reyes, quien manifestó no estar interesada en ir por él. Sin embargo, es de aclarar que revisado el libelo no se evidencia documento alguno que dé cuenta de ello o que indique la fecha exacta en que tal orden fue dada por el fiscal accionado; sin embargo, a folio 23 si se puede ver claramente copia de una constancia firmada el 6 de abril de 2015 por parte del Fiscal 30 Seccional de Santa Rosa de Cabal, en donde se lee claramente que tal funcionario dispuso: “la entrega del vehículo de placa VBW-527, a la señora Esperanza Reyes, con fundamento en los documentos anexados al proceso, porque con ellos ha demostrado ser la poseedora actual.”.
En ese orden de ideas, y para efectos de la presente acción constitucional, se tomará como fecha de expedición de la orden de entrega del carro ya señalado, la de la constancia existente dentro del plenario, esto es la del 6 de abril de 2015, dejando con ello, y en virtud de la jurisprudencia en cita, que hasta ese día el vehículo estuvo en el parqueadero por cuenta de la Fiscalía General de la Nación. 
Con todo lo hasta aquí dicho, este Juez Colegiado habrá de confirmar la decisión de primera instancia en cuanto a la protección al debido proceso para ordenar la exoneración de pago de parqueadero hasta la fecha en que fue autorizada su entrega, aclarando, por cuanto el A-quo no lo hizo, que ello se traduce en que se exonera a la señora Esperanza Reyes de cubrir los costos de parqueadero del vehículo de su propiedad identificado con placas VBW-527, hasta el día 6 de abril de 2015, ello por las razones expuestas en precedencia, lo que implica que ella deberá cancelar los costos generados a partir del día siguiente, o sea desde el 7 de abril de 2015 hasta la fecha en que haga su retiro del parqueadero de la Defensa Civil de Santa Rosa de Cabal. Por otra parte, se le ordenará a la Defensa Civil de Santa Rosa de Cabal, permitir que la señora Esperanza Reyes retire el carro de su propiedad de sus instalaciones sin cobrarle los costos de parqueo generados desde el momento en que el automotor fue llevado allí por la Policía y hasta el 6 de abril de 2015, ya que lo adeudado por ese periodo debe ser cubierto, como ya se vio, por la Fiscalía General de la Nación, entidad a la cual deberá proceder a hacer el cobro. 
Adicionalmente, como ya se anunció, se tutelará el derecho fundamental de petición de la señora Esperanza Reyes y en consecuencia se le ordenará a la Defensa Civil de Santa Rosa de Cabal que proceda, si aún no lo ha hecho, a darle una respuesta de fondo a su derecho de petición, informándole muy especialmente cuanto adeuda a la fecha de emisión de esa respuesta y desde el 7 de abril de 2015; indicándole además el costo del parqueadero por día, a fin de que ella pueda hacer la cuenta del saldo que deberá pagar cuando vaya por su vehículo, lo que deberá realizar dentro de las 48 horas hábiles siguientes a la efectiva notificación de esta decisión.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR el numeral segundo de la decisión adoptada el 18 de enero de 2016 por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en cuanto brindo protección parcialmente al derecho fundamental al debido proceso de la señora ESPERANZA REYES, quien actúa por intermedio de apoderado judicial. 
SEGUNDO: ADICIONAR un numeral al fallo revisado ACLARANDO que la señora Esperanza Reyes, en virtud de la protección constitucional brindada, deberá cubrir los costos de parqueadero generados por la guarda y custodia del vehículo de su propiedad identificado con placas VBW-527, y el cual se encuentra en los patios de la Defensa Civil de Santa Rosa de Cabal, a partir del 7 de abril de 2015 hasta la fecha en que haga su retiro del mismo, ello atendiendo la argumentación brindada en la parte motiva de esta decisión. 
TERCERO: ORDENAR a la JUNTA DE DEFENSA CIVIL DE SANTA ROSA DE CABAL, permitir que la señora Esperanza Reyes retire el carro de su propiedad de sus instalaciones sin cobrarle los costos de parqueo generados desde el momento en que el automotor fue llevado allí por la Policía y hasta el 6 de abril de 2015, ya que lo adeudado por ese periodo debe ser cubierto, como ya se vio, por la Fiscalía General de la Nación, entidad ante la cual deberá realizar el respectivo recobro. 
CUARTO: REVOCAR el numeral primero del fallo revisado y en su lugar TUTELAR el derecho fundamental de petición de la accionante, para de esa manera ORDENARLE  a la JUNTA DE DEFENSA CIVIL DE SANTA ROSA DE CABAL, que si aún no lo ha hecho, proceda dentro de las cuarenta y ocho (48) horas hábiles siguientes a la efectiva notificación de esta decisión, a darle a la señora Reyes una respuesta de fondo a su derecho de petición, informándole muy especialmente cuánto adeuda a la fecha de emisión de esa respuesta y desde el 7 de abril de 2015; indicándole además, el costo del parqueadero por día, a fin de que ella pueda hacer la cuenta del saldo que deberá pagar cuando vaya por su vehículo.  
QUINTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Corte Constitucional. Sentencias T-1089 y T-1160A de 2001.


� Corte Constitucional. Sentencia T-361 de 2009. Magistrado ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.
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